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En su virtud, este Ministerio, previo informe de la Comisión 
Superior de Personal ha tenido a bien disponer:

Articulo l.° En la relación de Cuerpos y Escalas que figuran en 
el artículo l.° de la Orden de 8 de marzo de 1985, queda incluida 
la Escalas de Auxiliares de Servicio y Ordenanzas de personal 
procedentes del SEAF-PPO, clasificado como funcionario de carre­
ra mediante Resolución de 29 de noviembe de 1982 («Boletín 
Oficial del Estado» de 17 de diciembre) de la Dirección General del 
JNEM.

Art. 2.° Se abre un nuevo plazo de presentación de solicitudes, 
únicamente para los funcionarios indicados en el artículo l.°, de 
veinte días naturales contados a partir del siguiente a la publicación 
de la presente Orden en el «Boletín Oficial del Estado», quedando 
exentos de tal presentación todos aquellos funcionarios que, 
perteneciendo a la Escala citada, lo hubieran efectuado en la forma 
y plazos señalados en la Resolución de 7 de marzo de 1985 
(«Boletín Oficial del Estado» del 8) de la Secretaría de Estado para 
la Administración Pública por la que se convocan pruebas selecti­
vas unitarias para el ingresó en los Cuerpos General Auxiliar de la 
Administración del Estado y Auxiliar de la Seguridad Social.

Lo que comunico a V. E.
Madrid, 12 de abril de 1985.

MOSCOSO DEL PRADO Y MUÑOZ 

Excmo. Sr. Secretario de Estado para la Administración Pública.

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

6023 DECLARACION del Gobierno español relativa al 
artículo 41 del Pacto Internacional de Derechos Civi­
les y Políticos, adoptado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 
(«Boletín Oficial del Estado» de 30 de abril de 1977).

El Gobierno español declara, con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 41 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
que reconoce, por un período de tiempo de tres años a partir de la 
fecha del depósito de esta Declaración, la competencia del Comité 
de Derechos Humanos para recibir y examinar las comunicaciones 
en que un Estado Pane alegue que otro Estado Parte no cumple las 
obligaciones que le impone este Pacto.

Madrid, 17 de enero de 1985.-El Ministro de Asuntos Exterio­
res, Fernando Morán López.

La presente Declaración entró en vigor para España el 25 de 
enero de 1985, fecha de su depósito.

Lo que se hace público para conocimiento general.

Madrid, 2 de abril de 1985.-El Secretario general Técnico. 
Fernando Perpiñá-Robert Peyra.

MINISTERIO DE JUSTICIA
6024 INSTRUCCION de 11 de marzo de 1985, de la 

Dirección General de los Registros y del Notariado, 
sobre la prueba del estado civil de los refugiados y 
otros extranjeros domiciliados en España.

El articulo 25 de la Convención sobre el Estatuto de los 
Relugiados. hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, a la que 
España está adherida desde el 22 de julio de 1978 («Boletín Oficial 
del Estado» de 21 de octubre), viene a establecer que, cuando el 
ejercicio de un derecho por un refugiado necesite normalmente de 
la ayuda de autoridades extranjeras a las cuales ño pueda recurrir, 
las propias autoridades españolas o una autoridad internacional 
proporcionarán al refugiado la ayuda necesaria. Más concretamen­
te, el mismo artículo dispone que tales autoridades expedirán o 
harán que bajo su vigilancia se expidan a los refugiados los 
documentos o certificados que normalmente serían expedidos a los 
extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de éstas: 
y que los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a 
los instrumentos oficiales expedidos a los extranjeros por sus

autoridades nacionales o por conducto de éstas, y harán fe salvo 
prueba en contrario.

En relación con estas previsiones de la Convención, la Reco­
mendación número 1 de la Comisión Internacional del Estado 
Civil, adoptada por la Asamblea General de Luxemburgo en 8 de 
septiembre de 1967. relativa a la expedición y reconocimiento de 
la documentación expedida a los refugiados en aplicación de la 
citada Convención, sugiere que, en las condiciones previstas por el 
citado ártículo 25, sean habilitadas en los diversos Estados miem­
bros de dicha Comisión Internacional -y España lo es desde 1974— 
autoridades que queden encargadas de expedir la documentación 
que haga las veces de las actas del estado civil.

Vistos los artículos 12 y 25 de la citada Convención. 9.° del 
Código Civil. 96 de la Ley del Registro Civil y 335 y siguientes de 
su Reglamento,

Y teniendo en cuenta que:
Primero.-Por lo ya dicho, España está obligada a suministrar al 

refugiado que lo necesite documentación que_acredile los hechos 
relativos a su estado civil.

Segundo.-Conforme al artículo 12 de la repetida Convención, el 
estatuto personal del refugiado se regirá por la Ley del país de su 
domicilio o, a falla de domicilio, por la Ley del país de su 
residencia, si bien han de quedar respetados los derechos anterior­
mente adquiridos por. el refugiado y dependientes del estatuto 
personal, especialmente los derechos relativos al matrimonio. Por 
tanto, y con esas restricciones será la Ley española la que regirá el 
estado civil de los refugiados domiciliados o residentes en España 
(cf. artículo 9 ° C'.c.).

Tercero.-La Ley española tiene establecido un expediente 
especial en el que puede declararse para los españoles -y, por lo 
dicho en el apartado anterior, también para los refugiados domici­
liados o residentes en España- distintos extremos en relación con 
el estado civil, e incluso la existencia misma de los hechos, 
positivos o negativos, relativos al estado civil (nacimientos, filia­
ción. emancipación, modificaciones judiciales de capacidad, patria 
potestad, tutela, matrimonio, defunción, etc.), mientras por fuerza 
mayor sea imposible el acceso al Registro donde deban constar 
inscritos.

Cuarto.-Como. por lo que queda dicho, en materia de estado 
civil es aplicable la Ley española a los refugiados domiciliados o 
residentes en España, si bien éstos podrán acreditar, en su caso, los 
hechos relativos al estado civil por los documentos expedidos por 
sus autoridades nacionales, podrán también, dada la especial 
situación de incomunicación con estas autoridades, acudir a las 
pruebas supletorias que están previstas por la legislación española, 
para los españoles, para el caso de la imposibilidad de acceso al 
Registro donde deben constar inscritos los hechos.

Quinto.-La aplicación ordinaria de las normas españolas sobre 
pruebas supletorias determinaría, en la generalidad de los casos, 
que las resoluciones de los expedientes habrían de provocar 
anotación no sólo en el Registro Civil Central, sino en los Registros 
consulares de España en el país de procedencia: pero esta doble 
anotación, que por las circunstancias de los supuestos es superflua 
podría, además, ser considerada fundadamente, por esc país, como 
una extralimitación de los Cónsules en el ejercicio de sus funciones.

Sexto.-A salvo las leyes que rijan su estatuto personal, la 
anterior doctrina es también aplicable a quienes, sin tener la 
condición de refugiado, hayan obtenido la de asilados.

Séptimo.-Razones similares de humanidad aconsejan extender 
estas facilidades a toda otra persona residente habitualmente en 
España que se encuentre en la imposibilidad de obtener las pruebas 
normalmente acreditativas de los hechos; especialmente si se trata 
de apátridas o de personas de nacionalidad indeterminada, pues 
entonces están sujetos, conforme al artículo 9.º-10 del Código Civil, 
a la Ley española.

Esta Dirección General, de conformidad con el parecer de la 
Sección española de la Comisión Internacional del Estado Civil y 
con el de la Dirección General de la Policía, ha acordado declarar:

Primero.-Los hechos relativos al estado civil de un refugiado, 
domiciliado o residente en España, en tanto que. por su condición 
de tal o por cualquiera otra razón de fuerza mayor, no pueda 
conseguir de su país las correspondientes certificaciones del Regis­
tro Civil u otras pruebas normalmente acreditativas de tales 
hechos, pueden ser declarados, con valor de simple presunción, en 
el expediente regulado por los artículos 96 y 97 de la Ley del 
Registro Civil, 335 y siguientes y 363 y siguientes de su Reglamento 
y demás disposiciones concordantes.

Segundo -Las resoluciones de estos expedientes causarán, en su 
caso (cf. artículo 340 R.R.c.), anotación en el Registro Civil 
español, con arreglo a las mismas normas previstas para los 
españoles, pero no se practicará asiento duplicado en el Registro 
Consular español del país del refugiado.

Tercero.-La anterior doctrina también será aplicable a los 
hechos relativos al estado civil de un extranjero domiciliado en


